DENUNCIA DE HECHOS POSIBLEMENTE
CONSTITUTIVOS DE DELITO.
 
 
C. ALEJANDRO GERTZ MANERO
TITULAR DE LA SUBPROCURADURÍA JURÍDICA Y DE
ASUNTOS INTERNACIONALES EN SUPLENCIA DEL
PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA

PRESENTE.-
 
El C. JORGE ÁLVAREZ MÁYNEZ, declara que es mexicano, mayor de edad, de conformidad con las leyes de los Estados Unidos Mexicanos, y que se encuentra al corriente de sus obligaciones fiscales y administrativas.
 
Señala como domicilio para escuchar y recibir todo tipo de notificaciones el ubicado en Louisiana No. 113 esq. Nueva York, Col. Nápoles, Alcaldía Benito Juárez, Ciudad de México, C.P. 03810, con el debido respeto comparezco y expongo: 

Que por medio del presente escrito, y con fundamento en los artículos artículos 7o, 8o, 9o, 13, 14 y 18, del Código Penal Federal; así como en los artículos 221, párrafo segundo, 222, párrafo primero y 223, del Código Nacional de Procedimientos Penales, ocurrimos a promover formal DENUNCIA DE HECHOS, que se consideran delictuosos cometidos en perjuicio de la sociedad, en contra de quienes resulten responsables de la comisión de los delitos que resulten aplicables.

Si esta H. Representación Social considera que los hechos narrados deben de investigarse por queja de parte ofendida, deberá tenerse a este ocurso como la DENUNCIA y/o QUERELLA necesaria para todos los efectos legales a que hubiere lugar.
 
Fundo la presente DENUNCIA y/o QUERELLA con base en los siguientes hechos y consideraciones de derecho:
 

HECHOS:

1. De acuerdo con una investigación de Animal Político, durante los primeros cuatro años del sexenio del otrora presidente Enrique Peña Nieto, Petróleos Mexicanos perdió 97 mil millones de pesos por fugas y robo de combustible en sus ductos.

En ese sentido, el portal calculó que el daño acumulado en las finanzas públicas, entre 2009 y 2016, ascendió a 159 mil 957 millones de pesos por robo de combustible, un equivalente a 14 mil 652 millones de litros, es decir, un aproximado de 250 pipas por día.
2. Por otra parte, el entonces director de Petróleos Mexicanos, Carlos Alberto Treviño, declaró que las pérdidas anuales, derivados del aumento en tomas clandestinas y el robo de hidrocarburos, durante 2018, ascenderían a 35 mil millones de pesos, superando en un 16.6 por ciento la cifra registrada en 2017, de un total de 30 mil millones de pesos.

Lo anterior, daría un total de 224 mil 957 millones de pesos, el acumulado en el daño en las finanzas públicas, entre 2009 y 2018.
3. Sin embargo, la Titular de la Secretaría de Energía, Rocío Nahle García, publicó el 30 de diciembre  de 2018, en su cuenta en la red social denominada Twitter, que las pérdidas de Petróleos Mexicanos, derivado del robo de combustible equivale a 60 mil millones de pesos.

Asimismo, en la cuenta del Gobierno Federal en la referida red social denominada Twitter, se publicó (el 27 de diciembre de 2018) una infografía que detalla que de 2016 a 2018 se produjeron pérdidas por 147.2 miles de millones de pesos, derivado del robo de combustible a Petróleos Mexicanos.
4. De lo anterior, se desprende que se pudieron cometer los siguientes delitos consignados en la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos cometidos en materia de hidrocarburos:

Delitos cometidos en materia de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos y demás activos

“Artículo 8.- Se sancionará con pena de 20 a 30 años de prisión y multa de 20,000 a 25,000 veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente a quien:

I. Sustraiga hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos de ductos, vehículos, equipos, instalaciones o activos, sin derecho y sin consentimiento de asignatarios, contratistas, permisionarios, distribuidores o de quien pueda disponer de ellos con arreglo a la ley.
II. Aproveche hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, sin derecho y sin consentimiento de asignatarios, contratistas, permisionarios, distribuidores o de quien pueda disponer de ellos con arreglo a la ley.”

“Artículo 9.- Se sancionará a quien:

I. Compre, enajene, reciba, adquiera, comercialice o negocie hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, sin derecho y sin consentimiento de asignatarios, contratistas, permisionarios, distribuidores o de quien pueda disponer de ellos con arreglo a la ley.

II. Resguarde, transporte, almacene, distribuya, posea, suministre u oculte hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, sin derecho y sin consentimiento de asignatarios, contratistas, permisionarios, distribuidores o de quien pueda disponer de ellos con arreglo a la ley.

III. Altere o adultere hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos sin derecho y sin consentimiento de asignatarios, contratistas, permisionarios, distribuidores o de quien pueda disponer de ellos con arreglo a la ley.

Las conductas descritas en el presente artículo se sancionarán de la siguiente manera:

a) Cuando la cantidad sea menor o equivalente a 300 litros, se impondrá de 4 a 6 años de prisión y multa de 4,000 a 6,000 veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente.

b) Cuando la cantidad sea mayor a 300 litros pero menor o equivalente a 1,000 litros, se impondrá de 6 a 10 años de prisión y multa de 6,000 a 10,000 veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente.

c) Cuando la cantidad sea mayor a 1,000 litros pero menor a 2,000 litros, se impondrá de 10 a 12 años de prisión y multa de 10,000 a 14,000 veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente.

d) Cuando la cantidad sea igual o mayor a 2,000 litros, con pena de 12 a 17 años de prisión y multa de 12,000 a 17,000 veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente.

Para los efectos de los supuestos señalados en la fracción III incisos a), b) y c) del presente artículo deberá mediar querella del órgano regulador o parte agraviada.

En caso de no poder cuantificarse el volumen de los hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, objeto de las conductas descritas en las fracciones I, II y III, se impondrá de 12 a 17 años de prisión y multa de 12,000 a 17,000 veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente, siempre que se acredite que por las condiciones en que se encuentra contenido dicho volumen, se presuma que se trata de cantidades mayores a los 2,000 litros.”

“Artículo 10.- A quien auxilie, facilite o preste ayuda, por cualquier medio para la realización de las conductas previstas en los artículos 8 y 9 de la presente Ley, se impondrá hasta tres cuartas partes de las penas correspondientes.

Asimismo, se sancionará hasta en una mitad más de las penas que correspondan al que cometa dichas conductas, cuando:
a) Se realice en plataformas y demás instalaciones en altamar, propiedad o en uso de asignatarios, contratistas, permisionarios o distribuidores, o

b) Utilice información o datos obtenidos ilícitamente sobre el funcionamiento de la operación, instalaciones, actividades, movimientos del personal o vehículos de asignatarios, contratistas, permisionarios o distribuidores.”

De igual manera, se presume la probable comisión de los siguientes delitos consignados en el Código Penal Federal:

Delitos por hechos de corrupción.

“Artículo 212.- Para los efectos de este Título y el subsecuente, es servidor público toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal centralizada o en la del Distrito Federal, organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, organizaciones y sociedades asimiladas a éstas, fideicomisos públicos, empresas productivas del Estado, en los órganos constitucionales autónomos, en el Congreso de la Unión, o en el Poder Judicial Federal, o que manejen recursos económicos federales. Las disposiciones contenidas en el presente Título, son aplicables a los Gobernadores de los Estados, a los Diputados, a las Legislaturas Locales y a los Magistrados de los Tribunales de Justicia Locales, por la comisión de los delitos previstos en este Título, en materia federal.

Se impondrán las mismas sanciones previstas para el delito de que se trate a cualquier persona que participe en la perpetración de alguno de los delitos previstos en este Título o el subsecuente.

De manera adicional a dichas sanciones, se impondrá a los responsables de su comisión, la pena de destitución y la inhabilitación para desempeñar empleo, cargo o comisión públicos, así como para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, concesiones de prestación de servicio público o de explotación, aprovechamiento y uso de bienes de dominio de la Federación por un plazo de uno a veinte años, atendiendo a los siguientes criterios:

I.-	Será por un plazo de uno hasta diez años cuando no exista daño o perjuicio o cuando el monto de la afectación o beneficio obtenido por la comisión del delito no exceda de doscientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, y

II.-	Será por un plazo de diez a veinte años si dicho monto excede el límite señalado en la fracción anterior.

Para efectos de lo anterior, el juez deberá considerar, en caso de que el responsable tenga el carácter de servidor público, además de lo previsto en el artículo 213 de este Código, los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba cuando incurrió en el delito.

Cuando el responsable tenga el carácter de particular, el juez deberá imponer la sanción de inhabilitación para desempeñar un cargo público, así como para participar en adquisiciones, arrendamientos, concesiones, servicios u obras públicas, considerando, en su caso, lo siguiente:

I.-	Los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones;

II.-	Las circunstancias socioeconómicas del responsable;

III.-	Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y

IV.-	El monto del beneficio que haya obtenido el responsable.

Sin perjuicio de lo anterior, la categoría de funcionario o empleado de confianza será una circunstancia que podrá dar lugar a una agravación de la pena.

Cuando los delitos a que se refieren los artículos 214, 217, 221, 222, 223 y 224, del presente Código sean cometidos por servidores públicos electos popularmente o cuyo nombramiento este [SIC] sujeto a ratificación de alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, las penas previstas serán aumentadas hasta en un tercio.”

Ejercicio ilícito de servicio público.

Artículo 214.- Comete el delito de ejercicio ilícito de servicio público, el servidor público que:

… 

III.-	Teniendo conocimiento por razón de su empleo, cargo o comisión de que pueden resultar gravemente afectados el patrimonio o los intereses de alguna dependencia o entidad de la administración pública federal centralizada, organismos descentralizados, empresa de participación estatal mayoritaria, asociaciones y sociedades asimiladas a éstas y fideicomisos públicos, de empresas productivas del Estado, de órganos constitucionales autónomos, del Congreso de la Unión o del Poder Judicial, por cualquier acto u omisión y no informe por escrito a su superior jerárquico o lo evite si está dentro de sus facultades.

…. 


Es por los hechos con antelación narrados que solicitamos se inicie una investigación sobre los hechos de referencia y una vez acreditado el hecho delictivo aquí denunciado, se ejercite acción penal en contra de quien o quienes aparezcan como responsables en la comisión de los mismos.


P R U E B A S
 

LOS MEDIOS DE PRUEBA QUE SE SIRVA DESAHOGAR ESTE REPRESENTANTE SOCIAL. 
 

D E R E C H O
 

Es Usted C. TITULAR DE LA SUBPROCURADURÍA JURÍDICA Y DE ASUNTOS INTERNACIONALES, EN SUPLENCIA DEL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, competente para conocer de la presente denuncia o querella de acuerdo a lo establecido por los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 4, 16, 90, 91, 92, 108, 109, 110, 124, 131, 159, 213, 221, 222, , 267 y demás relativos al Código Nacional de Procedimientos Penales.
 

Por lo anteriormente expuesto y fundado;
 

A USTED C. TITULAR DE LA SUBPROCURADURÍA JURÍDICA Y DE ASUNTOS INTERNACIONALES, EN SUPLENCIA DEL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, atentamente solicitamos:
 
PRIMERO.-  Tenerme con el presente escrito presentando formal DENUNCIA O QUERELLA, en contra de quien o quienes resulten responsables por la comisión del delito o delitos que resulten.
 
SEGUNDO.- Se recabe cuanta prueba sea necesaria para la acreditación del cuerpo del delito correspondiente a los hechos antes narrados, así como la probable responsabilidad de las personas que cometieron los mismos.
 
TERCERO.- Una vez que se compruebe el cuerpo del delito de los hechos a investigarse, así como la responsabilidad de su comisión, sírvase formula al Juzgado de Control correspondiente la imputación de la o las personas imputadas respecto de los hechos delictivos denunciados.
 


 
Atentamente,
 
 

_____________________________
C. JORGE ÁLVAREZ MÁYNEZ
Ciudad de México, a la fecha de su presentación
